Causa número 5.465 (Registro de Presidencia número 20.512), 

“R., D. s/recurso de casación”

A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires, sede de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, a los 19 días del mes de febrero de dos mil ocho, se reúnen en Acuerdo Ordinario los señores Jueces doctores Víctor Horacio Violini y Ricardo Borinsky (artículos 47 y 48 de la ley 5.827) con la presidencia del primero de los nombrados, a fin de dictar sentencia definitiva en la causa número 5.465 (Registro de Presidencia número 20.512), caratulada “R., D. s/recurso de casación”; conforme al siguiente orden de votación: BORINSKY – VIOLINI

A N T E C E D E N T E S

El Juzgado en lo Correccional nº 1 de Mar del Plata condenó a D. R. a tres meses de prisión, de ejecución condicional, y un año de inhabilitación para conducir vehículos de servicio urbano e interurbano de pasajeros, reglas de conducta y costas, como autor responsable del delito de lesiones culposas.

Contra dicho pronunciamiento vino en casación el defensor de confianza (fs. 17/22vta.), denunciando errónea aplicación de los artículos 16 de la Constitución Nacional; 11 de la Constitución Provincial; 94 del Código Penal; 110 inciso 9, 13 y 16 del Decreto 1308/71; toda vez que:

La exigencia contenida en la ordenanza municipal citada respecto a que el conductor de vehículos de pasajeros debe circular con las puertas de la unidad cerradas, abriéndolas únicamente para permitir el ascenso y descenso de pasajeros, no establece una prohibición absoluta, toda vez que, de así interpretarse, no tendría sentido que en otra disposición impida a los pasajeros ascender o descender con el vehículo en movimiento.

Debe concluirse que se permite la circulación mínima con las puertas abiertas, una fracción de tiempo antes de arribar a la parada, para permitir el descenso del pasajero que dio aviso de su intención de hacerlo, como es el caso.

Con el cúmulo de obligaciones a su cargo, los choferes deben efectuar todos lo esfuerzos posibles para cumplir con ellas, por lo que una de las formas de evitar mayores pérdidas de tiempo es accionar el mecanismo de apertura de puertas antes de su detención, de modo tal que se arriba a la parada con la puerta abierta, permitiéndole cumplir con los horarios fijados por el Municipio.

La conducta del chofer, en consecuencia, se ajustó a las previsiones legales que rigen la materia mientras que fue el comportamiento de la víctima quien –violando sus obligaciones como pasajera- descendió en forma total y absolutamente negligente, mientras jugaba con unas compañeras de viaje, cuando el vehículo estaba en movimiento a escasos metros de la parada, donde sí el conductor dio efectivo cumplimiento con las obligaciones a su cargo.

La víctima violó el “principio de confianza” según el cual no viola el deber de cuidado la acción del que confía en que otro se comportará correctamente.

Las lesiones sufridas por la víctima se produjeron exclusivamente a causa de su comportamiento, ya que se “arrojó” del micro en movimiento sin esperar la absoluta detención; lo que supone una falta de relación causal que permita atribuir responsabilidad a R.

En síntesis, la sentenciante efectúa una interpretación caprichosa de las normas que regulan el trasporte público de pasajeros para sostener la violación del deber de cuidado por parte del imputado.

Solicitó, en consecuencia, se haga lugar al recurso casando la sentencia y absolviendo a D. R.

Radicado el recurso en la Sala, con debida noticia a las partes, la Fiscal Adjunta solicitó su rechazo (fs. 35/36 vta.)

 Las sucesivas desintegraciones de la Sala, por el pase del doctor Mahiques a la Sala II y la vacante producida por la aceptación de la renuncia presentada por el doctor Ursi, impidieron debatir con anterioridad la causa en el Acuerdo, al que concurren los actuales integrantes, que plantean y votan las siguientes

C U E S T I O N E S

Primera:
¿Es procedente el recurso inter-puesto?

Segunda:
¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

V O T A C I Ó N

A la primera cuestión el señor juez doctor Borinsky dijo:

No sin antes hacer notar –como bien hace la Fiscal Adjunta- que el recurso roza con la insuficiencia al no citar con la especificidad requerida por el artículo 451 del Código Procesal Penal todas las disposiciones legales que se consideran no observadas o erróneamente aplicadas ‑que el derecho a una revisión amplia del fallo impide hacer valer en perjuicio del recurrente-, considero que la presentación no se hace cargo de los argumentos expuestos por el “a quo” en el veredicto, ni suministra elementos suficientes como para destruir el criterio que aquél dedujo en forma certera.

Esto deja subsistente el hecho del juicio, esto es, que en las circunstancias relatadas en el veredicto, el imputado, conductor de un micro de transporte público de pasajeros que trasportaba numerosos escolares, aproximadamente diez metros antes de detenerse para permitir el descenso de pasajeros en la parada correspondiente, abrió la puerta trasera del vehículo dando ocasión a que la menor F. M. Ch. sufriera una caída sobre la calle cuando el vehículo aún estaba en movimiento, que le causó en el cráneo contusión hemorrágica en temporal izquierdo y hematoma subaragnoide del valle silviano izquierdo, lesiones que requirieron tres días de terapia intensiva y demandaron para su curación menos de treinta días (artículos 89 en relación al 94 del Código Penal; 210, 448, 451, y 465 del Código Procesal Penal).

A diferencia del impugnante estimo que se encuentra afamada la violación al deber de cuidado por parte de R. pues su accionar resultó contrario –como bien asegura la “a quo”- a las normas que regían la actividad –por caso el decreto 1308/71 de la Municipalidad de General Pueyrredón- que en el artículo 110, inciso 16, establece como obligación del conductor circular con las puertas de la unidad cerradas, debiendo abrirlas únicamente para permitir el ascenso y descenso de pasajeros, mientras que en el inciso 9 le impone para que ello se produzca, detener completamente el coche en forma reglamentaria junto al cordón, y antes de la demarcación de detención o de la prolongación de la calle transversal.

Por ello, frente a la certeza a la que arriba la juez de grado, especialmente con las creíbles declaraciones testimoniales de M. A. E. y Z. L. G., respecto a que la puerta se hallaba abierta cuando el vehículo todavía no había llegado al lugar previsto para la detención y aún estaba en movimiento –circunstancia que, por cierto, reconoce el propio recurrente-, lo que provocó que la niña terminara fuera del vehículo contra el pavimento produciéndose las lesiones ya referenciadas, el motivo es improcedente, ya que el impugnante desarrolla un argumento paralelo, sin hacerse cargo del expuesto por el tribunal de grado, no logrando conmover la conclusión del veredicto en punto a las transgresiones reglamentarias mencionadas.

Como bien se destaca en el pronunciamiento impugnado, R., en su carácter de conductor de un vehículo del servicio público que transportaba numerosos escolares lo que requiere extremar la precaución porque viajan jugando, bromeando y golpeándose, estaba obligado a advertir el peligro que comportaba abrir la puerta trasera con el colectivo en marcha antes de llegar a la parada, por lo que, con su descuido, violó los deberes a su cargo.

Frente a ello, vanos resultan los intentos de descargar su falta en la imprudencia de la damnificada, buscando hacer campamento en alguna teoría que excluye la imputación a raíz de lo que se denomina incremento del riesgo que se pone en cabeza de la víctima, y que dice que como no es seguro que se haya realizado el peligro no permitido, corresponde aplicar el “in dubio”, en un análisis incorrecto que, como destaca Roxin (op. citada página 380) divide el riesgo en una parte permitida y otra no permitida y averigua separadamente para cada una la realización del peligro, a contramano del fin de protección de la norma, y con renuncia a toda exigencia de cuidado, precisamente en los supuestos en que se requiere uno especialmente grande, como no tuvo el imputado que, al mando de un ómnibus repleto de escolares que jugaban y bromeaban descuidadamente, sin atender a posibles peligros, abrió la puerta del vehículo antes de detenerlo completamente, sin siquiera percatarse que uno de ellos había caído y se encontraba en la vía pública lesionado. 

Tampoco resulta procedente la alegada violación del denominado “principio de confianza” por parte de la víctima, puesto que sólo puede buscar amparo en él quien ajusta su conducta a los reglamentos y, con lo que vengo de reseñar, R. no lo hizo; y por estos fundamentos, tales motivos deben decaer (artículos 94 del Código Penal, 106, 210, 448, 451 y 465 del Código Procesal Penal).

En su mérito, con la propuesta de posponer la regulación de los honorarios de los defensores  por la tarea cumplida en esta Sede hasta que sean objeto de fijación en origen, a esta primera cuestión, VOTO POR LA NEGATIVA. 

A la primera cuestión el señor juez doctor Violini dijo:

Adhiero, por sus fundamentos, al voto del doctor Borinsky y a esta cuestión me pronuncio POR LA NEGATIVA.

A la segunda cuestión el señor juez doctor Borinsky dijo:

En atención al resultado que arroja el tratamiento de la cuestión anterior corresponde rechazar, por improcedente, el recurso interpuesto, con costas; diferir la regulación de los honorarios profesionales de los doctores Fabian Horacio Driussi y María Soledad Valencia por los trabajos realizados ante esta Sede, hasta tanto sean fijados los correspondientes a la instancia de origen (artículos 94 del Código Penal, 106, 210, 448, 451, 465, 530 y 531 del Código Procesal Penal; 47 y 48 de la ley 5.827; 28, “in fine”, del Decreto 8904/77.). ASI LO VOTO.

A la segunda cuestión el señor juez doctor Violini dijo:

Adhiero, por sus fundamentos, al voto del doctor Borinsky.

Por lo que se dio por finalizado el Acuerdo dictando el Tribunal la siguiente 

S E N T E N C I A

I.- RECHAZAR, por improcedente, el recurso interpuesto, con costas.

II.- DIFERIR LA REGULACIÓN DE LOS HONORARIOS profesionales de los doctores Fabian Horacio Driussi y María Soledad Valencia por los trabajos realizados ante esta sede, hasta tanto sean fijados los correspondientes a la instancia de origen.
Rigen los artículos 94 del Código Penal; 106, 210, 448, 451, 465, 530 y 531 del Código Procesal Penal; 47 y 48 de la ley 5.827; 28, “in fine”, del Decreto 8904/77.

Regístrese, notifíquese y, oportunamente, archívese. 

Víctor Horacio Violini - Ricardo Borinsky
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